Poder Judicial de la Nación 


SENTENCIA DEFINITIVA N°: 17469
EXPTE. N°: para dictar sentencia en los autos caratulados “NAPOLITANO EDUARDO ADRIAN C/ VALOT S.A. S/ LEY 14.546” se procede a votar en el siguiente orden:
El Dr. Alvaro E. Balestrini dijo:

 

I.- Contra la sentencia dictada en primera instancia que admitió el reclamo articulado al inicio, se alzan las partes demandada a tenor del memorial obrante a fs. 694/700 y la parte actora a fs. 705/707, mereciendo en ambos casos la réplica de su contraria, conforme constancias de fs. 712/717 y fs. 710, ambos respectivamente. 

 

A fs. 692/693 y a fs. 707, el perito contador y la representación letrada de la parte actora, cuestionan sus estipendios por entenderlos exiguos. 

 

II.- Se agravia la accionada por el encuadramiento convencional decidido en la instancia de grado respecto de la actividad desplegada por el demandante, toda vez que –según insiste la quejosa- debió considerarse comprendido dentro de la categoría Vendedor del CCT 130/75 y no en la normativa que regula la actividad de “Viajantes de Comercio”. Asimismo, cuestiona la condena a abonar indemnizaciones por despido toda vez que considera que deben considerarse atendibles y justificantes las causales invocadas para operar el despido directo del trabajador. Recurre también los cálculos de las indemnizaciones diferidas a condena por considerar que ha sido erróneamente considerada la base de cálculo de la indemnización por antigüedad, atento no haberse dispuesto la aplicación del tope convencional, cualquiera sea el que se determine de aplicación al caso. Cuestiona la procedencia de la multa prevista en el art. 1 de la ley 25.323 por no encuadrar el supuesto fáctico de marras en la situación que dicha norma sanciona. Al mismo tiempo se agravia por la procedencia de la multa prevista en el art. 45 de la ley 25.345 toda vez que, según afirma, su parte cumplió en tiempo y forma con la obligación prevista en el art. 80 de la LCT. Se queja por la admisión de comisiones basadas en operaciones que, según sostiene, quedó demostrado que el actor no realizó. Insiste en la improcedencia de la multa admitida con fundamento en el art. 10 de la ley 24.013. Por último, cuestiona la distribución de las costas y las regulaciones de honorarios por entenderlas elevadas.
 

Por su parte, la actora cuestiona el decisorio en cuanto desestimó la pretensión fundada en el art. 275 de la LCT, reiterando los fundamentos que, en su opinión, determinan la operatividad de su aplicación al caso de autos.

 

III.- Razones de orden estrictamente metodológico, imponen analizar en primer término la queja impetrada por la parte demandada y a su respecto, adelanto que por mi intermedio, lo principal que constituye materia de cuestionamiento, no tendrá recepción favorable.

 

a) Encuadramiento Convencional: Comenzaré por analizar el agravio vinculado con la decisión de incluir al actor en el estatuto del Viajante de Comercio y en relación a este punto advierto inicialmente que los argumentos ensayados por la recurrente en su memoria recursiva, más allá de su extensión y profundidad, resultan inatendibles en cuanto, principalmente, pasan por alto las sólidas argumentaciones que ha vertido la sentenciante de primera instancia para fundar su decisión en este sentido.

 

En efecto, más allá de la apariencia formal de solidez que evidencia el agravio articulado respecto de este segmento del decisorio, no puede soslayarse –a los fines de dirimir el tópico objeto de controversia- que en el caso de marras ha sido debidamente acreditado, conforme lo analizara con claridad meridiana la Dra. Vulcano, que el desempeño del actor revestía las características propias de un viajante de comercio según la descripción que a tales fines provee la ley 14.546.
 

En efecto, soslaya la quejosa en su expresión de agravios que, de conformidad con los instrumentos que han sido correctamente merituados en la sede de origen (en especial, las constancias que le fueron exhibidas al perito contador para determinar las operaciones en que intervino cada vendedor como así también las comisiones que por ello les correspondía percibir, que se encuentran llevadas a cabo conforme lo dispuesto por el art. 10 de la ley 14.546, como así también la nota del 29 de junio de 2004, presentada por el demandante a fin que no se le efectuara el descuento previsto en el art. 30 del CCT 308/75) a lo que cabe añadir lo que se desprende de las declaraciones testimoniales, también valoradas de acuerdo a la sana crítica en la sentencia que motivó los agravios, según las cuales, no quedan dudas acerca del desempeño del actor en tareas de venta llevadas a cabo fuera del establecimiento de la accionada, en nombre y representación de aquella y, contrariamente con lo que se afirmó desde el responde, permitiéndosele la captación de clientes propios, más allá de los previamente asignados por la empresa, no cabe dudas en cuanto a que debe entenderse que el aquí actor realizaba tareas susceptibles de ser encuadradas en el estatuto del viajante de comercio, por lo que de aceptarse mi propuesta, corresponde confirmar el pronunciamiento recurrido.
 

Solo a mayor abundamiento y frente a las afirmaciones de la recurrente, cabe señalar que el estatuto del viajante de comercio resulta de aplicación horizontal, lo que implica decir que, a los fines de su aplicabilidad no resulta esencial la actividad que lleva a cabo la empresa, conforme lo decidido en el fallo plenario “Risso c/ La Estrella”, sino que la sola posibilidad de encuadrar en su ámbito de aplicación la tarea que lleva a cabo el trabajador, resulta suficiente a los fines de considerarlo comprendido en dicha normativa. 

 

En mérito a lo expuesto y esencialmente por compartir los incuestionados fundamentos del pronunciamiento dictado en la sede de origen, es que sugiero desestimar este segmento del recurso y, consecuentemente, confirmar la sentencia recurrida en este punto. 

 

b) La validez del despido decidido: Causa también agravio a la recurrente que se considerara que el despido directo decidido por la patronal, resultó injustificado y por lo tanto que el demandante resulte acreedor a las indemnizaciones establecidas en las leyes del trabajo en que se fundó la demanda. 

 

En mi opinión, adelanto desde ya que este aspecto del decisorio, también debe ser confirmado. 

 

Digo ello pues, tal como lo puntualizara con acierto la Dra. Vulcano en su sentencia, una atenta lectura del intercambio telegráfico que se cursaron las partes de esta lid permite advertir con claridad que el accionante emplazó inicialmente a su empleadora a fin que restituya las condiciones de trabajo que hacían al núcleo mismo de esa contratación, es decir que repudió el cambio dispuesto por la patronal que pretendió pasarlo de la venta fuera del establecimiento, al salón de ventas de la empresa.
 

Asimismo, en el mismo emplazamiento, el demandante peticionó la correcta registración del vínculo, solicitando se lo califique en su verdadera categoría laboral (esto es, viajante de comercio) y se le abonen las comisiones impagas. Frente a ello, la demandada negó no sólo la calidad de viajante del actor, sino también que le asistiera derecho a cuestionar la registración del vínculo y el cambio de la modalidad del desempeño de la tarea a su cargo, por lo que la negativa a los justos reclamos del demandante sumados a la insistente postura de la accionada de mantener el cambio de la modalidad de la prestación del servicio, que era de condición esencial del contrato, constituye suficiente razón a fin que el dependiente proceda a insistir en la intimación cursada.

 

De acuerdo con lo expuesto, parece claro que la decisión de la patronal de proceder al despido del demandante cuando sabía a ciencia cierta -por haber participado activamente en el intercambio telegráfico- que el actor había hecho reserva de prestar tareas hasta tanto se regularizara la situación objeto de intimación, devino abrupta, injusta y por lo tanto, contraria a derecho y en especial, al principio de conservación del puesto de trabajo al que refiere el art. 10 de la LCT, principio que ha sido debidamente respetado por el accionante en atención a que la sola modificación dispuesta de las condiciones esenciales del contrato, lo habilitaban –en virtud de la nueva redacción del art. 66 de la LCT- a dar por resuelto el vínculo, actitud que en respeto a los pilares básicos del Derecho Laboral, el actor no adoptó y que, contrariamente con ello, sin justificación aparente, si decidió vulnerar la accionada disponiendo un despido que, de acuerdo a todo lo que he venido diciendo, se reputa injustificado y determina la procedencia de la acción también en este sentido. 

 

En consecuencia, por compartir las sólidas argumentaciones que en este sentido se han expuesto en la sentencia en crisis, es que considero que debe confirmarse la condena a abonar indemnizaciones derivadas del distracto. 

 

c) La liquidación del monto de la condena: También constituye materia de agravio en esta causa, los rubros e importes que fueron diferidos a condena, cada uno de los cuales ha merecido objeción de acuerdo a los fundamentos que en cada acápite vierte la accionada.

 

En lo que atañe al primer cuestionamiento, dirigido contra la suma salarial que ha sido utilizada como base del cálculo de las indemnizaciones admitidas, advierto que le asiste razón a la quejosa en cuanto señala que se ha omitido la aplicación del tope convencional al que alude el art. 245 de la LCT respecto del cual, más allá de la existencia o inexistencia de planteo de inconstitucionalidad por parte de la demandante, no puede soslayarse que, conforme lo informado por la perito contadora a fs. 624vta, ascendía a la fecha del distracto a la suma de $ 4.704.- (conforme CCT 308/75 que se determinó aplicable al caso de marras).
 

De acuerdo con ello y toda vez que la aplicación del tope referido, no determina una reducción de la base salarial considerada en la instancia “a quo” ($ 5.369,87) en más del 33% del valor percibido y devengado mensualmente, corresponde admitir la pretensión de la recurrente en este sentido y reformular el cálculo de la indemnización prevista en el art. 245 de la LCT de acuerdo al nuevo importe salarial que corresponde tomar como base de su cálculo, que conforme quedara dicho, debe estimarse en el tope convencional que fue de $ 4.704.

 

De conformidad con ello, considerando 11 períodos de antigüedad computable a los fines del cálculo, la indemnización prevista en el art. 245 de la LCT debe ascender en el caso a la suma total de $ 51.744,00 lo que así sugiero.

 

En consecuencia, corresponde modificar el importe admitido en concepto de “indemnización por clientela” atento haberse operado un cambio en la suma correspondiente al rubro indemnización por antigüedad que incluye su cálculo. 
 

De acuerdo con lo expuesto y toda vez que no se ha cuestionado la suma asignada a los rubros “indemnización sustitutiva de preaviso” ni de la “integración del mes de despido” corresponde reformular el cálculo de la indemnización por clientela estimando el 25% de las siguientes sumas: $ 51.744 + 10.739,72 + 1.610,96 = 64.094,68 cuyo 25% arroja un total de condena por este rubro de $ 16.023,67.- 
 

Analizado lo anterior, cabe seguidamente expedirse sobre la queja dirigida a cuestionar la procedencia de la multa prevista en el art. 1 de la ley 25.323 y a su respecto, adelanto desde ya que, de aceptarse mi propuesta, el agravio tendrá recepción favorable.

 

Digo ello pues, tal como tuve oportunidad de expedirme en precedentes similares, en mi opinión, no se verifica el presupuesto de clandestinidad contemplado en el precepto legal para su procedencia, cuando la deficiencia que se atribuye obedece a la registración de una categoría laboral distinta de la efectivamente desempeñada (en el caso, se registró como vendedor del CCT 130/75 en lugar de viajante de comercio), toda vez que la situación –a mi ver- puede considerarse como un incumplimiento de la obligada en la categoría laboral desempeñada, que no empece a la regularidad e sus registros, máxime si no se verifica (como ocurre en el caso) que se hubieren abonado sumas fuera de regsitración o que hubiere existido fraudulenta diferencia salarial en virtud de los asientos registrales distintos (Conf. esta Sala IX, SD N° 15.042 del 4/09/08 in re “Neyra Leonardo y otros c/ Whirpool Argentina s/ despido”; id. SD N° 16.853 del registro del 15/03/2011 en autos “Sabolcki Roberto Jose c/ INC S.A. s/ despido”). 

 

En consecuencia, de prosperar mi voto, corresponde desestimar este segmento del reclamo y detraer del monto de la condena la suma de $ 71.419,14 que ha sido admitida por dicho rubro. 

 

Distinta suerte correrá el agravio vertido con el fin de cuestionar la procedencia de la multa a la que refiere el art. 45 de la ley 25.345, toda vez que aún cuando hubiere mediado entrega de los certificados establecidos en el art. 80 de la LCT en debido tiempo, de acuerdo a lo que se resuelve a raíz de la tramitación de esta litis, surge evidente que las constancias consignadas en los mismos, no se corresponden con las “reales de la vinculación”, lo que determina la procedencia de la multa en cuestión y por lo tanto, sugiero confirmar el pronunciamiento en este sentido.  
 

Sin embargo encuentro atendible el agravio formulado contra la condena a abonar “comisiones adeudadas” y pretendidas en el escrito de inicio.
 

En efecto, de las comisiones objeto de reclamo, según lo corroboró el perito contador en su aclaración de fs. 647/650 (en virtud de la impugnación presentada por la accionada) se extrae que por los clientes que se informaron como “correspondientes” al actor y en virtud de las ventas específicamente detalladas en el informe, las comisiones por dichas operaciones habrían sido abonadas a otros empleados o vendedores de la firma, lo que impide concluir (atento a que tampoco se ha producido suficiente prueba por parte del actor que permita una conclusión distinta) que en dichas operaciones habría tenido participación directa el Sr. Napolitano, de modo que no se demostró que existiere derecho al cobro de las sumas pretendidas por dicho concepto.
 

De acuerdo con ello y en virtud de la falta de demostración de operaciones concretas realizadas y cerradas por el demandante que susciten la existencia de deuda en concepto de comisión es que, de aceptarse mi propuesta, correspondería modificar este aspecto del fallo y detraer del importe de la condena la suma de $ 9.693,66.- dado que, en este punto, discrepo con la fundamentación de la sentenciante puesto que la aclaración de la pericia obrante a fs. 647vta, no permite inferir al conclusión a la que se arribó en grado.  
 

No tendrá favorable recepción la queja dirigida a cuestionar la procedencia de la multa prevista en el art. 10 de la ley 24.013 toda vez que, conforme quedó dicho, el demandante percibía fuera de toda registración la suma de $ 450 mensuales que eran imputados a “viáticos” y que tal como arriba firme a esta Alzada debe considerarse integrante del salario toda vez que, lo expuesto en la memoria recursiva respecto de las afirmaciones del perito contador, resulta inatendible a los fines pretendidos puesto que la sola afirmación por parte de la accionada al informar al perito que requería el comprobante de los gastos sin la debida exhibición de los mismo, impide admitir la pretensión en los términos formulados. 
 

En consecuencia, corresponde admitir la procedencia del rubro objeto de reclamo y toda vez que no se han esbozado cuestionamientos en torno a su monto, sugiero confirmarlo por la suma admitida. 

 

IV.- Cabe seguidamente analizar el agravio vertido por la parte actora respecto del rechazo de la pretensión fundada en el art. 275 de la LCT y en relación al punto, adelanto mi opinión coincidente con lo decidido en la sede de grado. 
 

En efecto, tal como he tenido oportunidad de expedirme reiteradas veces, en relación con el pedido de aplicación de las sanciones previstas por el art. 275 L.C.T. (temeridad y malicia), y conforme lo tiene dicho la jurisprudencia del Fuero, dicha sanción debe declararse procedente cuando de la actuación resulta un proceder malicioso y temerario, que debe quedar perfectamente configurado, nacer de las propias actuaciones y dejar en el ánimo de quien debe aplicarlas el convencimiento absoluto de que se ha actuado con dolo o culpa grave en grado sumo.

 

Ello pues, no se debe olvidar que si el juez debe ser moderado y prudente en todos sus juicios, cuando entra en el ámbito de las sanciones que pueden afectar un principio constitucional como el de defensa en juicio, debe actuar con extrema ponderación y máxima prudencia. En virtud de lo dicho y toda vez que, aún teniendo en cuenta el modo en que en definitiva se dirime la litis, considero que la actuación de la accionada no ha excedido la debida y legítima defensa en juicio y máxime si se repara que tampoco nos encontramos frente a un supuesto en el que se hubiere negado la existencia de la relación laboral, considero que debe confirmarse lo decidido en este sentido. Así lo voto. 
 

V.- En mérito a las modificaciones propuestas, el nuevo monto total de la condena asciende a la suma de $ 144.141 (PESOS CIENTO CUARENTA Y CUATRO MIL CIENTO CUARENTA Y UNO) suma que llevará intereses de acuerdo a lo dispuesto en la sede de grado. 
 

VI.- En virtud de la modificación decidida y lo normado por el art. 279 del CPCC, corresponde dejar sin efecto lo resuelto en materia de costas y honorarios y adecuar ambos conceptos al nuevo resultado del litigio, lo que torna abstracto el tratamiento de los recursos interpuestos con el fin de cuestionar dichos tópicos.
 

Si bien la acción no prospera en su totalidad, considero justo y equitativo para el caso imponer las costas de primera instancia a la parte demandada que en lo sustancial, esto en cuanto a los derechos en juego, ha resultado vencida y ha sido quien, en definitiva, con su proceder, obligó al actor a iniciar y tramitar el presente reclamo. Así lo sugiero.

 

En tal contexto y de conformidad con el mérito, calidad y extensión de las tareas desempeñadas, analizado todo ello a la luz de las pautas arancelarias vigentes, considero justo y equitativo para el caso regular los honorarios de primera instancia para la representación y patrocinio letrado de las partes actora, demandada y perito contador en el 16%, 14% y 7%, respectivamente para cada uno de ellos que se calcularán sobre el nuevo monto total diferido a condena comprensivo de capital e interés (arts. 38 de la L.O., ley 21.839 mod. 24.432 y dec. ley 16638/57).
 

De acuerdo al modo en que se resuelven los recursos en la Alzada y el éxito parcial obtenido, estimo propicio imponer las costas de la Alzada en el orden causado (art. 68 2do párrafo CPCC), a cuyo fin sugiero regular los honorarios por la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada pro su actuación en este tramo procesal, en el 25% para cada una de ellas que se calculará sobre lo que les corresponda percibir por su actuación en el tramo procesal anterior. Así lo voto (Arts. 38 LO y 14 ley arancelaria). 

 
El Dr. Roberto C. Pompa dijo:
 

Adhiero al voto de mi distinguido colega preopinante en lo principal que decide, por compartir sus fundamentos y, si bien discrepo con lo resuelto en torno de la procedencia de la multa del art. 1 de la ley 25.323, en atención al criterio mayoritario de este Tribunal en su actual composición, conforme quedó evidenciado en los autos “Fernandez Laura Andrea c/ Atento Argentina S.A. s/ despido” (SD N° 17.368 del 17/10/2011, entre otros), razones de economía procesal, me llevan a acatar el mismo, sin perjuicio de dejar a salvo mi opinión contraria.  
El Dr. Gregorio Corach no vota (art. 125 de la L.O.).
 

En mérito al acuerdo que antecede, el Tribunal RESUELVE: 1) Modificar parcialmente el fallo atacado y, en consecuencia, reducir el importe de la condena a la suma de PESOS CIENTO CUARENTA Y CUATRO MIL CIENTO CUARENTA Y UNO ($ 144.141), suma que llevará intereses de acuerdo a lo dispuesto en la sede de grado; 2) Dejar sin efecto lo resuelto en materia de costas y honorarios; 3) Costas de primera instancia a cargo de la parte demandada; 4) Regular los honorarios por la representación y patrocinio letrado de las partes actora, demandada y perito contadora, por su intervención en primera instancia, en el 16%, 14% y 7% respectivamente para cada uno de ellos, que se calculará sobre el nuevo monto total diferido a condena, comprensivo de capital e interés; 5) Costas de la Alzada, en el orden causado; 6) Regular los honorarios por la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada por su actuación en esta instancia, en el 25% para cada una de ellas que se calculará sobre lo que les corresponda percibir por su actuación en la instancia de grado.

 

Cópiese, regístrese, notifíquese y, oportunamente devuélvase.-

 

Ante Mi
